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Cross, Frank; Byro III, Danicl y Lave,- Lester, “Discernible Risk a
Proposed Standard for Significant Risk in Carcinogen Regulation”,
Administrative Law Review, Chicago, Illinois, vol. 43, nim. 1, in-
vierno de 1991, pp. 61-88.

El articulo resenado discute fos principios basicos del anidlisis de ries-
go y su relacién con la regulacion de los contaminantes aéreos pe-
ligrosos en los Estados Unidos de América; en €l se revisa el empleo
que hacen las cortes del concepte de riesgo significativo y se pro-
pone utilizar, en la regulacién de las sustancias peligrosas y carciné-
genos, el concepto de riesgo discernible.

El concepto de riesgo significativo sirve como guia administrativa
general, y las cortes proponen el valor del riesgo significativo en el
intervalo entre una muerte en un miilén de personas expuestos al
peligro (1 x 10%) y una muertc en cien (1 x 10-%). En estc amplio
margen las agencias federales encargadas del control de los riesgos
ambientales ejercen su discrecionalidad.

La aceptacién del concepto de riesgo significativo en los estinda-
res regulatorios ha sido gradual. Las Cortes han llegado a la conclu-
si6n que la regulacién debe enfocarse unicamente a aquellas situa-
ciones en donde los riesgos sean significativos, sin contemplar los
casos en los que el peligro real sea tan pequeiio que su regulacién
no garantice beneficio alguno.

Si bien en las decisiones de las Cortes no sc hacen sefialamicntos
acerca del nivel de significancia del riesgo, al menos se define en
cllas el contexto adecuado para que se pucdan tomar decisiones im-
portantes al respecto,

En relacién con el papel de las cortes, el articulo examina las
decisiones a las que éstas han llegado en lo tocante a la regulacién
del benceno en los sitios de trabajo y a la regulacién de las emisio-
nes del cloruro de vinilo.

De la decisién de la Corte para el caso del benceno se pueden
extraer los siguientes principios: la agencia federal correspondiente
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debe de analizar la magnitud del riesgo y puede conducir, con ese
fin, los andlisis cientificos que estime necesarios. En caso de no con-
tar con certeza cientifica, es posible que el resultado se sustente en
consideraciones politicas. La agencia tiene ain mids discrecionalidad
para determinar si un riesgo es o no significativo. Se hace énfasis
en que toda decision administrativa, aun cuando goza de discrecio-
nalidad, no esti exenta de la responsabilidad correspondiente. Tam-
bién se seiala que se debe identificar los beneficios minimos que
tal regulacién proporcionari.

Por otra parte se comenta la respuesta de la Corte a la demnanda
presentada por la Natural Resources Defense Council en contra del es-
tandar de control de las emisiones de cloruro de vinilo al aire; en
este caso, la Corte tuvo que vetar este estindar ya que la deman-
dante probé que, de acuerdo con la Ley, los estindares deben estar
sustentados en la proteccién a la salud publica sin tomar en cuenta
otras consideraciones técnicas y econémicas. Estos tltimos factores,
de conformidad con la decisién de la Corte, se trasladaron del es-
tandar al procedimiento para hacer cumplir el mismo.

En el articulo se presentan y comentan las propuestas iniciales de
la Agencia de Proteccién del Ambiente para definir, dentro de su
jurisdiccién el concepto de riesgo significativo: 1a primera de estas
propuestas consiste en definir el riesgo significativo como el riesgo
individual, en funcién del mimero de personas expuestas a un peli-
gro y la incidencia de los efectos negativos asociados a la exposicién
en esa poblacién. La segunda propuesta de la Agencia para deter-
minar el riesgo significativo se basa en el riesgo poblacional, el cual
se define como ¢l mimero de efectos negativos en una poblacién
sin considerar el tamafio de la misma. La tercera alternativa consiste
en estimar que un riesgo aceptable es equivalente a un riesgo indi-
vidual miximo de 1 x 104, el cual marca el limite de lo significativo.

La cuarta propuesta esti basada también en la determinacién del
riesgo individual méximo, pero se adopta un valor mis estricto de
1 x 10-° para el riesgo significativo. Al final la Agencia adopté una
combinacién de las cuatro propuestas.

El concepto de riesgo significativo propuesto por los autores se
basa en ¢l concepto fisico de manifestacién observable o evento de-
tectable. Este concepto no es dificil de entender en si mismo, la
dificultad estriba en interpretar los efectos o eventos observables en
funcién de su magnitud o de su intensidad.
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Para sustentar su propuesta de riesgo discernible, los autores pre-
sentan varias grificas donde se relaciona linealmente el riesgo indi-
vidual contra el riesgo poblacional.

Las barreras metodolégicas para la deteccién de pequeiios incre-
mentos en los riesgos individuales no significa que éstos estén au-
sentes, ni que los pequenos incrementos en los riesgos no puedan
producir preocupacién social, lo 1nico que demuestran es que los
pequeiios incrementos no pueden considerarse significativos desde el
punto de vista estadistico.

Se contrasta la propuesta de este articulo con las correspondientes
de la Agencia de Proteccién del Ambiente, de las cuales si se adop-
taran las de riesgo individual mdximo no darian al administrador de
la Agencia ninguna flexibilidad, y para el caso de un riesgo individual
mdximo de 1 x 105 no se tendria oportunidad para aplicar los li-
mites de seguridad, lo cual crearia un conflicto con lo dispuesto en
la Ley y con la decisién de la Corte en el caso del cloruro de vinilo.

A pesar de que la propuestz de un estindar basado en un con-
cepto de riesgo discernible no resuelve los problemas regulatorios,
se asevera que un estindar de esta naturaleza es importante para
definir lo significativo de un riesgo en las regulaciones futuras.

Sylvia VEcA GLEASON

Dworsky, Leonard B.; AuLeg, David J. y NorTH, Ronald M., “Water
Resources Planning an Management in the Uniteds States Federal
System: Long-term Assessment and Intergovernamental Issues for
the Nineties”, Natural Resources fournal, Nuevo México, vol. 31,
nim. 3, verano de 1991, pp. 475-548.

El articulo que nos ocupa cobra relevancia para México ante las
recientes reformas de diciembre de 1992 en materia de legislacién
de aguas. Fl tema de la concurrencia entre el nivel federal y estatal,
sobre todo en ¢l caso de manejo de agua potable y contaminacidn,
es un tema que falta de ser resuelto en nuestro pais, por lo que el
anilisis que nos presentan de la Universidad de Cornell y Georgia
cs importante.

Los autores, ingenieros ambientales, se ocupan de lo que es la
plancacién y el manejo del agua en el régimen federal de los Estados
Unidos. El federalismo, a decir de los autores y citando al profesor
Michael Kammen, es una idea que estaba en el cercbro de Madison,
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o en la vision de Mclaughin es también la experiencia que las co-
lonias aprendieron para trabajar juntas pensando en una soberania
dividida y singular que permite establecer una entidad. Es una divi-
sién de poder entre gobiernos.

En los iltimos cuarenta afios el federalismo se ha dado bajo un
esquema de reparto de responsabilidades entre el gobierno nacional
y los gobiernos locales. Los autores realizan un reporte de estas
relaciones en materia de manejo de los recursos acuiferos y lo am-
biental que esto contiene.

En 1955 Eisenhower transmitié a la Comisién de Relaciones In-
tergubernamentales una serie de preccupaciones relativas a la manera
en que las autoridades pueden coordinarse y a la forma en que él
veia las relaciones entre distintos niveles de gobierno, la clave era
“tolerancia a la diversidad”. En 1959 ¢l Congreso seiialé que por la
complejidad de la vida moderna se requiere de una forma de go-
bierno que reconozca la cooperacion y coordinacion de actividades
entre los diferentes niveles de gobierno, y por el crecimiento de la
poblacién y el avance cientifico es esencial tener en cuenta las rela-
ciones intergubernamentales.

Las preguntas que los autores formulan son las siguientes: {cémo
puede una nacién planear y mancjar los recursos hidriulicos y am-
bientales a largo plazo?, éen dénde debemos situarnos para ello?,
équé necesitamos para conocer lo que ocurrird en el futuro y pre-
venirlo?

La primera pregunta la responden a través del anilisis del realis-
mo y la simplicidad que requicre entender a los sujetos que en este
caso son entes piiblicos y privados que tiencn un interés y una ne-
cesidad de manejo de estos recursos. Concluyen que ¢l modelo ame-
ricano es maduro para el mancjo de los recursos; sin embargo, se
hace necesario reconocer dos grandes principios: la identificacién de
las dreas criticas y la educacién continua de los sectores que mancjan
los recursos, clevando estos a una agenda nacional.

La segunda pregunta ticne respuesta en la consideracién de que
el sistema federal ha sido la guia. La Ley de Planeacion de Recursos
Naturales de 1965 es un ejemplo de cllo; sin embargo, €n el presente
la varicdad de modelos de planeacién y las politica en las que se
sustentan se han desarrollado afectando este desfase en ¢l proceso
de toma de decisiones y por ende en los objetivos que el Plan pre-
tende lograr. La politica de conservacion de Roosevelt fue el inido
de la integracién de la administracién integral; no obstante, el cam-
bio econémico y los valores en que éste se sustenta, han generado
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cambios en esta politica. Se requiere reconocer que los estados ne-
cesitan intervenir en esta planeacién y desarrollar esquemnas de coor-
dinacion entre Estados vecinos, asi como considerar nuevos modelos
de organizacién intergubernamental con apoyo en esquemas de coor-
dinacién y cooperacién.

Los autores contestan la tercera pregunta a través de la necesidad
de vincular los aspectos ambientales en el manejo y distribucién de
los recursos hidrdulicos. En Estados Unidos el manejo del agua se
da bajo el esquema federal; la autoridad del agua tiene un cierto
control sobre los tres niveles de gobierno. Existen 100,000 entidades
locales de mancjo del agua; los estados cuentan con 300 departa-
mentos con funciones en esta materia; también el gobierno federal
tiene funciones en este campo, sin embargo parece que la tendencia
es que el nivel federal se estreche dando paso a un manejo local
del recurso.

En las cortes se ha dado una serie de resoluciones que han ge-
nerado diferencias en ¢l manejo de reservas de agua, humedales, el
mancjo del agua en la zona de los Grandes Lagos, y esto se complica
con la posicién de las agencias federales.

Todos los sectores necesitan estar preparados para entender la
complejidad, la intensidad y el costo de esta situacién; se requiere
de modernizar la cooperacién intergubernamental reconociendo las
diferencias que existen a través de la nacién para poder hacer frente
a los cambios.

En el reporte que los autores brindan, se prevén las posibilidades
de actuacién de las diferentes instancias administrativas, y dan una
scrie de propuestas para la cooperacién interestatal.

El esquema del anilisis se¢ divide en las siguientes secciones: el
entendimiento ptiblico, capacidad de conocer las necesidades de agua,
la informacién en términos de necesidades estratégicas, programas y
planes de desarrollo, ideas de plancacién para el régimen federal, cl
gobiernc federal y su papel en la planeacién hidriulica, el papel dc
los gobiernos estatales y locales en la planeacion, instituciones en ¢l
régimen federal e investigacién.

Cada uno de los temas arriba apuntados son medidas de accidn,
que tienen opciones a nivel federal, estatal y local, dandoic al arti-
culo un importante valor propositivo.

El articulo contiene al final un anexo de documentos scleccionados
que permiten dar seguimicnto y sustento a las posibilidades de apli-
cacién del reporte que los autores prescntan.
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La forma en que se ha desarrollado la plancacién del agua en
México ha sido interesante; sin embargo, la experiencia americana
nos puede servir como base para evaluar o predecir los esquemas
que bajo la nueva politica que la autoridad del agua, la Comisién
Nacional del Agua, esti implantando bajo esquemas de descentrali-
zacién. El reto de sostener el sistema federal en el manejo coordi-
nado es una buena sugerencia.

Personalmente, al leer este articulo no podemos olvidar las ense-
fianzas que hace diez afios nos dieron los pioneros de la planeacién
hidrdulica y de la administracién del agua en México; las largas dis-
cusiones en torno al sistema financiero del agua, la llamada munici-
palizacién del agua potable y los inicios del principio de quien con-
tamina paga en ¢l caso de la prevencién de la contaminacién del
agua, que ahora se encuentran incluidos en la Ley Federal de De-
rechos, Saber que los problemas que se planteaban no sélo son te-
mas nacionales nos hacen revivir y reencontrarnos con estos temas
y con el olvidado y poco trabajado derecho de aguas.

Maria del Carmen CarMona Lara

Grarzeorp, Boris, “Sistema urbano, demografia y planeacién”, Ciuda-
des, México, nim. 12, 1992, pp. 4047.

El doctor Graizbord es profesor-investigador en El Colegio de México
y profesor en la maestria en Urbanismo en la Facultad de Arquitec-
tura de la UNAM.

El autor sefiala que el proceso de urbanizacién en México en la
década de los ochenta es diferente al de las décadas anteriores. De
ahi que en su articulo plantec aspectos novedosos que debieran to-
mar cn cuenta las instancias planificadoras. Su trabajo lo divide en
tres partes: a) aspectos del conocimiento del proceso de urbanizacién
que se han utilizado para explicar las experiencias tanto en paises
desarrollados como subdesarrollados; #} su opinién sobre la migra-
cién a las dreas urbanas mds importantes del pais, con base en los
datos de la encuesta levantada por el Consejo Nacional de Poblacién
en 1986-1987; ¢) tendencias del proceso de urbanizacién en México
y los cambios que se reflejan en los resultados preliminares del XI
Censo General de Poblacién 1990.

En la primera parte nos habla de la distribucién del crecimiento
urbano 1970-1990. En México, desde los afios setenta, se empezd a
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dar un cambio en la dinimica del crecimiento urbano, es decir, las
migraciones campo-ciudad con destino a la metrépoli principal se
reducian en términos relativos y las tasas de crecimiento de algunas
cindades medias se elevaban por encima de las de la capital. Estos
cambios se habian previsto desde una perspectiva econémica, demo-
grifica y regional.

Indica que algunos modelos empiricos, relativos al proceso de ur-
banizacién y la distribucién del crecimiento urbano, muestran ten-
dencias contrarias a aquella que se suponia irremediable, como la
concentracién en la ciudad primaria.

Considera el autor que el proceso de urbanizacién puede dividirse
en varias etapas. Asi, a muy grandes rasgos, en una primera ctapa,
al iniciarse la urbanizacién, tanto la poblacién urbana como la rural
se mantienen estables y con el tiempo aparecen los movimientos
desde las dreas rurales hacia la(s) ciudad(es) principal{es). En una
segunda etapa se presenta un proceso de suburbanizacién caracteri-
zado por una expansién fisica de las dreas urbanas en las que la
poblacién rural decrece y la urbana y suburbana crecen, aunque esta
iltima mds ripidamente. En una tercera etapa el centro metropoli-
tano picrde poblacién relativa y absoluta mientras que las ciudades
medias y pequeiias o los poblados rurales ganan poblacién.

El doctor Graizbord estima que si aceptamos como buenos los
datos preliminares publicados con base en el censo de 1990, México
ha entrado en la tercera etapa del proceso de urbanizacién. Esto
quiere decir que a pesar de la inercia que alin se mantiene en el
caso de la zona metropolitana de la ciudad de México, su crecimien-
to ha empezado a desacelerarse, permitiendoe no sélo moderar su
expansién sino filtrarla hacia las demis ciudades y regiones del sis-
tema urbano nacional.

Senala que algunos investigadores de El Colegio de México, en
trabajos recientes, han presentado varias hipédtesis que de ser corro-
boradas, confirmarian que las cindades medianas y pequeias jugaran
un importante papel en el escenario del crecimiento urbano.

En la segunda parte de su trabajo, sobre la "Dinamica migratoria
en los ochenta: tendencias recientes”, los resultados empiricos de la
Encuesta Nacional de Migracién en Areas Urbanas (ENMAU) 1986-
1987 (CONAPQO, 1987), que se aplicé en las dieciséis drcas metro-
politanas (AM) mds grandes del pais, le permiten corroborar algunas
de las generalizaciones sefialadas anteriormente. Ademis, para el caso de
México, ya se preveia la desconcentracién de la poblacién, o como
algunos la denominan “la contraurbanizacién”, y el autor nos remite
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a un trabajo suyo de 1984. Asimismo, este fenémeno ya se ha ob-
servado en varios paises, sin importar su sistema politico o econé-
mico.

De acuerdo con las tabulaciones de la ENMAU antes sciialada, y
resumidas en el cuadro 2 del trabajo, el autor nos describe algunas
tendencias que se desprenden de éllas, como por ejemplo: “El D. F.
como entidad de residencia anterior ocupa como miximo el cuarto
y casi en todos los casos ¢l segundo lugar en el total de los inmi-
grantes a las dreas urbanas” (p. 44).

El autor reitera quc estas tendencias se deben tomar en cuenta
en los programas de desarrollo urbano. De esta manera, considera
que las politicas urbano-regionales asi como las estrategias y los me-
dios de los planes y programas, tendrian que replantcarse para mis
que ir en contra de la concentracién, ir en favor de la descentrali-
zacién,

En la dltima partc del trabajo, el autor se refiere a la tendencia
descentralizadora del proceso de urbanizacién en la década de los
noventa.

Expone una serie de reflexiones muy importantes, basadas en la
observacién de la manera en que el crecimiento demogrifico inter-
censal se ha distribuido en las ciudades del sistema urbano nacional;
cs de destacarse la importancia de tomar en cuenta estas nuecvas
tendencias, ya que de lo contrario los planificadores y los politicos
podrian estar fomentando algo que de todos modos se presentard.

Gabriela SAncHEZ Luna

McCowan, Jr., Charles S., “The Evolution of Environmental Law in
Louisiana”, Louisiana Law Review, vol. 52, nim. 4, marzo de 1992,
pp- 907932,

El autor, abogado litigante y socio de un bufete juridico ambiental
del Louisiana, dedica su andlisis a la evolucién del derecho ambien-
tal en el estado de Louisiana.

Aclara en la primera parte el término ambiente, que intrinseca-
mente conticne el concepto de calidad de vida y la influencia en
ella de las descargas al aire, al agua y al suelo, es decir, la conta-
minacién,

Para hacer un balance de la regulacién ambiental en Louisiana el
autor se remonta al afio 1921, en el cual se redacté la Constitucién
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estatal autorizando la actividad del gobierno en cuestiones ambien-
tales. La funcién gubernamental se encontraba en el articulo 665 del
Cédigo Civil, que fundament$ la lucha en contra del ruido y la
proteccién de la salud piblica.

Posteriormente hubo enmiendas, en 1944, para crear ¢l Departa-
mento de Ambiente y Pesquerias, segin las cuales se prevé la atri-
bucién de establecer la politica ambiental del Estado.

En 1974 el articulo IX de la seccién 1 sefala la facultad de emitir
leyes en materia ambiental. En 1979 el acta 449 establecié la Comi-
sion de Control que posteriormente se convirtié en la autoridad am-
biental estatal. En 1983, en una ley de reorganizacién del Ejecutivo
cstatal se cred el Departamento de Calidad Ambiental y el Departa-
mento de Recursos Naturales.

En 1984 la Suprema Corte de Louisiana da una resolucién de-
nominada “SOS Decision”, en la cual se dirime el aspecto de com-
petencia de los departamentos y agencias ambientales de emitir es-
tindares; el caso era sobre la aprobacién de un sitio de destino
final de residuos peligrosos. El autor sefala la evolucién del caso
y la relevancia a nivel jurisprudencial, que como precedente en el
estado ha permitido la aplicacién de ciertos principios legales am-
bientales.

El autor hace también un andlisis de las regulaciones estatales en
matcria ambiental, analiza las regulaciones de residuos Peligrosos de
Louisiana, las reglas de residuos solidos del estado, la Ley estatal
de Calidad del Aire y las regulaciones para el control de la conta-
minacién de las aguas. En materia de costas existe la Ley de Manejo
Costero; una disposicién especial ¢s la Ley de Rios Escénicos. Existe
también la Ley estatal para el Manejo y Transportacién Segura de
Materiales Peligrosos.

A través de la reforma y la reorganizacion del Ejecutivo estatal,
en 1983 se establecieron las funciones del Comisionado de Conser-
vacion, autoridad que tiene como laber la proteccién del ambiente
y la aplicacién de los programas y cjercer las funciones de monito-
reo, control y vigilancia.

Como conclusién el autor seiiala que se requiere promover la cen-
tralizacién del control al Departamento de Calidad Ambiental estatal
y que se debe incorporar el concepto de public trustee a las cuestiones
ambientales para poder establecer mecanismos de coordinacién entre
los sectores puiblico y privado.

Hace una revisién de la legislacion civil y penal para hacer mas
claro el régimen de sanciones y el concepto de triple dao.
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La legislacién y el derecho ambiental en Louisiana llegaron para
quedarse por siempre. La comunidad econémica e industrial y los
grupos ambientalistas deben reconocer la necesidad de poner en or-
den ciertas actividades para hacer un futuro que ambientalmente sue-
ne lo mas econdémico posible.

Maria del Carmen CARMONA LaAra

McQuamp, Janet, “Risk Assessment of Hazardous Air Pollutants under
the EPA’'s Final Benzene Rules and the Clean Air Act Amend-
ments of 1990”, Texas Law Review, Austin, Texas, vol. 70, nim.
2, diciembre de 1991, pp. 427464.

En el articulo reseiiado se analizan las modificaciones recientes a la
Ley del Aire Limpic de los Estados Unidos, y se discute el efecto
de éstas en la regulacién de los contaminantes aércos peligrosos.

El articulo se divide en cuatro secciones. En la primera se revisan
los principios del anilisis de riesgo y las controversias suscitadas por
su utilizacién en la regulacién de los contaminantes aéreos peligro-
sos. La segunda seccién ilustra, con los ejemplos de la regulacién
de las emisiones de benceno y de radiomiicleos, cémo a pesar de la
prohibicién de la Corte se emplean factores no sanitarios para esta-
blecer estas regulaciones. En la tercera parte la autora propone un
marco de referencia para constrefir la discrecionalidad de la Agencia
de Proteccién del Ambiente en el campo de la regulacién de los
contaminantes aéreos peligrosos. Por iiltimo, en la cuarta seccién se
discuten los conceptos de riesgo residual y del amplio margen de
seguridad para proteger la salud en los estindares de los contami-
nantes aéreos peligrosos.

La seccién 112 de la Ley del Aire Limpio (Clean Aér Act), establece
la regulacién del grupo de contaminantes aéreos peligrosos, entre
los cuales se encuentran los carcinégenos; se sefiala claramente en
esta seccion la diferencia entre estos contaminantes peligrosos y los
contaminantes que cuentan con una norma nacional de calidad del
aire (como son el bidéxido de azufre, el ozono, el monéxido de car-
bono y otros), regulados estos ultimos a través de las secciones 108
a la 110 de la Ley antes mencionada.

Una vez que la Agencia de Proteccién del Ambiente ha identifi-
cado a un contaminante aéreo como peligroso, se deben establecer
estindares de emisién de ese contaminante para cada una de las
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categorias de fuentes emisoras. De acuerdo con la Ley, una vez que
una sustancia aparece en la lista de contaminantes aéreos peligrosos,
la Agencia debe establecer anualmente el estindar de emisién de
dicha sustancia. La Ley establece que, con el fin de proteger con
amplio margen a la salud piiblica, algunos carcinégenos deberin te-
ner estindar de emisién cero, es decir, no podrian emitirse al aire.
De haberse aplicado estas restricciones varias de las mds importantes
industrias del pais hubieran debido cerrar sus puertas; no es posible
demostrar que los beneficios provocados por estas medidas superaran
a sus costos. En consecuencia, en dieciocho afnos la Agencia de Pro-
teccién del Ambiente de los Estados Unidos tinicamente ha enlistado
ocho contaminantes peligrosos, y ha promulgado estindares de emi-
sién para algunas de las categorias de fuentes de emisién de siete
de esos contaminantes.

La autora sefiala que estas regulaciones son mas simbélicas que
funcionales, y pone en evidencia que la administracién no encara el
problema real de la regulacién en relacién con la salud y con el am
biente en una sociedad industrializada.

McQuaid comenta la decisién de la Corte en el caso del estindar
de emisién del cloruro de vinilo, en ¢l cual se establece que la Agen-
cia de Proteccién del Ambiente debe estimar un nivel de emisién
seguro basado tnicamente en consideraciones sanitarias. Una vez fi-
Jjado dicho nivel, se establecerin los estindares de emisién por de-
bajo de este limite, para cumplir con el criterio de un amplio margen
de seguridad. Estos estindares permitirin la existencia de un riesgo
accptable, sin tomar en consideracién factores de orden econémico
o técnico. Por tanto, “seguro” no significa, en este contexto, “libre
por completo de riesgos para la salud”, sino que implica un nivel
accptable de riesgo.

Por otra parte, s¢ permite a la Agencia considerar factores eco-
némicos y técnicos al establecer el amplio margen de seguridad. En
resumen, se¢ comenta quec la Corte no marcé lincamientos para de-
terminar el riesgo que debe considerarse como aceptable, y dejé a
discrecién de la Agencia de Proteccién del Ambiente la evaluacién
de los factores que determinen el nivel de riesgo aceptable para la
sociedad. Es indudable, segiin la autora, que los costos y factibilidad
tecnolégica son considerados en este proceso.

Se comenta en el articulo que las modificaciones de 1990 a la
seccién 112 de la Ley, incrementaron a 189 el nimero de contami-
nantes peligrosos, y aumentaron entre 200 y 400 las categorias de
fuentes emisoras; para cada una de éstas iltimas se establecerd un
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estaindar de control de emisiones con base en la mejor tecnologia
disponible. En caso de que ocho afios después de su promulgacién
los estindares no produzcan una reduccién en el riesgo aceptable
determinado por la Agencia (1 x 10-%), se establecerdn estdndares
adicionales para los llamados riesgos residuales.

En cuanto a la aplicacién de discrecionalidad de la Agencia para
establecer limites miximos permisibles de riesgos, la autora compa-
ra el riesgo aceptable para las emisiones de las minas de uranio de
3 x 10-* (3 muertes por 10— expuestos), y el riesgo, no aceptado
por la Agencia, de 5.7 x 10—* (6 muertes por 10 expuestos) para
las emisiones de las plantas procesadoras de fésforo, las cuales re-
quieren de controles adicionales. Lo expuesto anteriormente sugie-
re que las plantas procesadoras de fésforo son mas riesgosas que las
minas de uranio, segin la Agencia, la cual justifica esta decisién con
otros factores que ponderan el riesgo, pero que no son evidentes
para un lege en la materia. Estos argumentos no convencen a McQuaid,
quicn recomienda limitar la discrecionalidad de la Agencia, y enfatiza
que si bien es necesario educar a la poblacién sobre los riesgos a
los que estd expuesta, los expertos también deben ser educados para
comprender el punto de vista de la poblacién.

Sylvia VEGA GLEASON

Nanpa, P. Ved, “International Environmental Protection and Develo-
ping Countries Interests: The Role of International Law”, Texas
International Law fournal, Austin, Texas, vol. 26, nim. 3, verano
de 1991, pp. 497-520.

Uno de los méds importantes juristas que se han dedicado al derecho
ambiental es el profesor Nanda; para los que nos dedicamos al es
tudio de esta rama, afio con afno esperamos sus articulos con un
interés especial, ya que son verdaderos cursos de actualizacién que
fomentan el desarrollo de nuestras investigaciones. Este afo el pro-
fesor Nanda, de la Universidad de Denver, dedica su anilisis al tema
de las sustancias toxicas y al del interés de los paises subdesarrollados
en su control.

El tema es de actualidad en México por encontrarse en debate la
situacién de que ante la aplicaciéon del Tratado de Libre Comercio
el trifico de sustancias quimicas se acelere y no exista el suficiente
sustento legal para ejercer un adecuado control.
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El articulo de Nanda sefiala en su introduccién que el ambiente
es el nuevo actor a nivel internacional, y cita que Mostafa Tolba
caracteriza a 1988 como el ano en el cual el ambiente ha llegado a
la cima de la discusién internacional, y que los ochenta se convir-
ticron en la década del desarrollo que tiene que tomar en cuenta a
la naturaleza; apunta que el rubro del manejo transfronterizo de
sustancias quimicas y desechos téxicos es el que ha puesto a este
tema en el mds alto nivel de interés internacional.

Tres grandes tdpicos han hecho que el ambiente ponga en una
nueva dindmica al derecho internacional. Por un lado la discusién
de temas globales: aguas, mar, ozono, cambio climitico, deforesta-
cién, trifico de sustancias y desechos y pérdida de diversidad biols-
gica; en segundo término los paises que se estin integrando a través
de las relaciones comerciales, econémicas, cientificas, tecnolégicas y
ambientales, y en tercer lugar por la necesidad de cambiar la retérica
de las relaciones entre paises pobres y ricos para llegar a la coope-
racién con normas especificas o planes de accién.

En el capitulo que denomina “El contexto”, el autor sefala que
en agosto de 1990, en Madagascar, el Banco Central establecié bases
para desarrollar un programa con un grupo de conservacionistas pri-
vados; el crédito era de cinco millones de ddlares; este fue el inicio
de los llamados swaps de la naturaleza. Posteriormente estos y otros
esquemas se han venido perfeccionando para que paises pobres ten-
gan la oportunidad de conservar sus recursos.

Maurice Strong en las reuniones preparatorias para Rio 92, sena-
laba como prioritario ¢l tema de asistencia a los paises pobres en
materia ambicntal. Uno de los puntos que se encontraban subrayados
en la Agenda 21 era la necesidad de que en términos de seguridad
nacional se establezcan sistemas que sustenten la vida en la tierra y
que ¢l progreso sea adecuado para la supervivencia en el préximo
milenio.

Desde esta perspectiva, el Banco Mundial destiné un billon de
délares para crear un Fondo de Asistencia Ambiental; sin embargo,
cl principal obsticulo es como crear accesos para que la tecnologia
llegue a los paises en desarrollo. Por otro lado, en la Ronda Uruguay
del GATT se dieron discusiones en un sentido contrario al tratar de
liberar el comercio y la agricultura.

La posicién del llamade Grupe de los Siete fue integrar medidas
ambientales. En la reunién de Tokio, en la declaraciéon Econdmica,
se schalaba que existe responsabilidad de preservar el ambiente y
continuar con la cooperacién internacional para hacer efectivo el
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principio de prevencién y control de la contaminacién y ¢l manejo
adecuado de los recursos naturales, y se reconocid la necesidad de
fortalecer la cooperacién con los paises en vias de desarrollo. Estos
puntos resolutivos fueron reforzados en Venecia y Paris, y en Hous-
ton en 1990. De manera simultinea se encontraba a discusidén el
Protocolo de Montreal de Clorofluorocarbonos, cambio climitico, de-
forestacién de bosques y selvas, necesidad de proteccién de la bio-
diversidad, contaminacién marina, eficiencia energética y desarrollo
de cnergias altcrnativas.

El papel del Banco Mundial tuve que transformarse para hacer
frente al proceso de ambientalizacién de las relaciones econdmicas
internacionales; ese organismo fue importante en este periodo y rea-
liz6 avances para incorporar el anidlisis costo/beneficio en sus pro-
yectos, haciendo hincapié en el impacto ambiental.

En este contexto el comercio de sustancias y residuos téxicos es
un tema que aparece en el debate ambiental. Como antecedentes
senala el autor las regulaciones a nivel nacional.

La Convencién de Basilea es un resultade de estos cambios legales
nacionales. Desde 1981 Naciones Unidas reconocid y adopté en la
Asamblea General el llamado intercambio de informacién en materia
de sustancias téxicas y residuos peligrosos, que culminé con la adop-
cién de la Convencién en materia de control transfronterizo de mo-
vimientos y disposicién final de residuos peligrosos.

El autor describe los principales puntos de la Convencién de Ba-
silca y las principales criticas que se le hacen a ésta.

También aborda el problema del control al comercio y exporta-
cién de pesticidas. En los Estados Unidos aparece la Federal Insec-
ticide, Fungicide and Rodenticide Act (FIFRA), aplicada por la En-
vironmental Protection Agencie (EPA). En recientes reformas a la
legislacién americana existe la prohibicién de exportar pesticidas no
registrados,

Acuerdos Internacionales ha adoptado algunos principios de la le-
gislacién americana, basando su incorporacién en la defensa de los
consumidores extranjeros; en 1981 la OCDE adopté procedimientos
que cxigen ciertos requisitos a la exportacién. Naciones Unidas adop-
té6 la llamada Guia de Londres en 1989, que es una guia para el
intercambio de informacién en el comercio de sustancias quimicas.

La FAO ha incorporado a su vez algunos principios; en 1985 adop-
t6 el Cédigo de Conducta en la distribucién y uso de pesticidas.

El Protocolo de Montreal restringe sustancias que puedan afectar
la capa de ozono. El autor ademids de hacer un anilisis de su cvo-
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lucién establece las implicaciones comerciales de la aplicacién de esta
Convencién y los factores econémicos que afectan su efectividad.

Como conclusién Nanda nos dice: Debemos estar atentos a los
movimientos que a nivel internacional estin ocurriendo en el manejo
de residuos y sustancias téxicas, estaremos pronto en presencia de
dumping de residuos, si no se controla a nivel comercial estos pro-
ductos. Las futuras generaciones serdn las victimas del abuso ambien-
tal, €l futuro de los controles multilaterales en la exportacién de
materiales y residuos peligrosos debe incluirse en el proceso de toma
de decisiones de los paises en vias de desarrollo. Se requicre des-
pertar una habilidad especial para que los paises industrializados es-
tablezcan agencias de asistencias a los paises pobres para establecer
mecanismos financieros y apoyos con tecnologia apropiada para lo-
grar con éxito la politica de control ambiental internacional; se trata
de un desarrollo sustentable que sea la base para hacer cambios y
compromisos para el futuro.

Maria del Carmen CarMona Lara

Ramirez Sarz, Juan Manuel, “Los objctivos de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos”, en Garza, Gustavo (comp.), Una década de
planeacion urbano-regional en México, 19781988, la. reimp., México,
El Colegio de México, 1992, pp. 27-563.

Este trabajo examina la naturaleza y objetivos de la Ley General de
Asentamientos Humanos (LGAH), la evaluacién de estos objetivos
con respecto a la estructura interna de la Ley, y sus principales
implicaciones politicas.

El autor indica que esta Ley fue aprobada el 20 de mayo de 1976;
posteriormente, el 27 de diciembre de 1981 se le adicioné un nuevo
capitulo y el 27 de diciembre de 1983 se le hicieron nuevas modi-
ficaciones.

El proyecto de esta Ley, en un principio, intentaba recuperar para
el Estado una mayor intervencién en la actividad econémica debido
a que se consideré que se entraba en una nueva fase del capital,
por lo que se necesitaba proponer nuevas formas de produccién
econémica,

El autor compara la Ley de 1976 con sus modificaciones y destaca
que con el nuevo capitulo que se agregd, se corrigié en parte, una
de las lagunas de la Ley en cuanto a la politica sobre suelo urbano.
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Asimismo, en 1983 se traté de adecuar esta Ley a las reformas al
articulo 115 constitucional, a leyes sectoriales y al sistema nacional
de planeacién democritica.

Por lo que sc¢ refiere a la naturaleza y objetivos, este tema lo
aborda tratando los siguientes aspectos: su relacién con leyes no ur-
banas, su jerarquia respecto a leyes urbanas particulares y las ver-
tientes a través de las cuales se aplica.

Para el autor, la LGAH alude a su objeto pero nunca a su obje-
tivo, y sefiala lo que €l entiende por objeto y objetivo. Considera
que en la doctrina existe discrepancia ya que no hay acuerdo para
aplicar el término objeto y objetivo.

En cuanto al objeto, el articulo 1% de esta Ley lo establece, mien-
tras que el contenido del articulo 3% trata de los objetivos especificos,
es decir, particulariza los propésitos generales del articulo 1%

Uno de los problemas respecto a los objetivos especificos es que
no son suficientemente precisos, aunque si contempla el autor que una
ley plantea lineamientos basicos, mientras que los planes son mucho
mis detallados.

Posteriormente analiza cada uno de los once incisos del articulo 32,

En un tercer apartado de su trabajo, denominado “La légica de
los objetivos al interior de su estructura”, hace un anilisis interno
de la propia Ley. De esta manera, estudia lo tres “componentes” del
objeto establecido en ¢l articulo 12 y lo relaciona con el contenido
de la Ley. Por ejemplo, en cuanto al primer componente, relativo a
la concurrencia y coordinacién de los tres niveles de gobierno, seiala
que aunque si estid desarrollada la cuestion de zonas conurbadas,
todavia falta profundizar en ello.

Lucgo examina ¢l segundo “componente”, es decir, el que se re-
ficre a fijar las normas bisicas para plancar la fundacién, conserva-
cién, mejoramiento y crecimiento de los centros de poblacién.

Enseguida analiza €] tercer “componente”™, sobre la definicién de
los principios conforme a los cuales ¢l Estado cjercerd sus atribucio-
nes para determinar las correspondientes provisiones, usos, destinos
y reservas de dreas y predios.

Considera que existe una relativa coherencia interna entre el ob-
jeto y objctivo general de la Ley, establecidos en el articulo 19, y la
estructura restante dc la misma, pero le preocupa la vaguedad en
la formulacién de las disposiciones.

En cuanto a los objetivos especificos del articulo 3%, indica que
sus once enunciados son muy imprecisos, aunque la atenuante de
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que otros planes, programas o reglamentos, derivados de ella se en-
carguen de remediarlo, es relativa.

Enscguida explica cada uno de los once incisos: 1} del aprovecha-
miento de los clementos naturales susceptibles de apropiacién; 2)
sobre Jos asentamientos humanos; 3) el territorio y los centros de
poblacién; 4) la interaccién entre lo econémico y lo espacial; 5) sis-
temas de convivencia y servicios en los centros de poblacién; 6) ciu-
dades medias; 7) grandes urbes; 8) calidad. de vida en la comunidad;
9) la participacién ciudadana; 10) el mercado de terrenos y la vi-
vienda popular; 11) la vivienda digna para todos los habitantes del
pais.

Critica que la Ley no establezca el horizonte temporal ni linea-
mientos financieros, aunque scfiala que estas determinaciones son
objeto de planes y programas sectoriales.

Con respecto a estos objetivos especificos, indica que por su ni-
mero y diversidad parecen excesivos y que a la mayoria de elios sélo
se les enuncia; otros solo se formulan pero no existen propuestas
especificas sobre ellos; y la mayoria, después de enunciarse, no con-
tienen lineamientos sociales, econémicos, administrativos, fiscales, fi-
nancieros, etcétera.

En la iltima parte, sobre algunas implicaciones politicas, enuncia
las hipétesis sobre los principales efectos de la Ley para el aparato
estatal, tales como intervencién del Estade en materia urbana, la
homogencizacién de la legislacién urbana, las facultades de los mu-
nicipios, entre otros; asi como los efectos en la participacién ciuda-
dana y los intereses de las diferentes clases sociales.

Finalmente, diremos que este trabajo plantea una seric de cues-
tionamientos que bien vale la pena profundizar, ademds de que de-
nota la necesidad de estudios juridicos en esta materia.

Gabricla SincHEz Luna

WarD, Peter M., “Planeacién en la ciudad de México: ¢Decorativa o
indicativar™, México: una megaciudad. Produccion y reproduccion de un
medio ambiente urbano, trad. de Lili Buj, México, Consejo Nacional
para la Cultura y las Artes, Alianza Editorial, 1991, Coleccién Los
Noventa, pp. 161-190.

El autor es investigador en temas de vivienda, planeacién y bienestar
social en América Latina y especialmente en la ciudad de México.
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“Planeacién en la ciudad de México: ¢{Decorativa o indicativar” co-
rresponde al capitulo V del libro citado.

Ward considera que la planeacién en México ha significado, tra-
dicionalmente, una planeacién econémica y hasta la iltima década
se expres6 de cierta manera poca preocupacién por la planeacién
fisica o urbana.

Sefiala que aun cuando existe un creciente comsenso respecto a
que la plancacién es algo deseable y necesario, la planeacién fisica
podria adquirir mayor importancia no tanto como marco regulatorio
para el desarrollo urbano sino como herramienta ideolégica para
mejorar el control estatal, ya que los planes formalmente “aproba-
dos” servirfan para justificar acciones politicas y en ocasiones son
requisitos para la adquisicién de créditos de oficinas internacionales.

Este capitulo lo divide en los siguientes incisos: Obsticulos estruc-
turales para la planeacién fisica; Iniciativa de planeacién en el érea
metropolitana; La posicién y autoridad del departamento de planea-
cién de la ciudad de México, 1979-1989; y Conclusién: ¢Planeacién

para los intereses de quién?

1. Obstdculos estructurales para la plansacién fisica. Tanto en México
como en algunos paises de América Latina ya existian sistemas de
planeacién nacionales en la década de los cincuenta. Sin embargo,
la planeacién urbana sélo aparecia como un subgrupo dentro de los
proyectos mas importantes.

En esa época, el surgimiente de estructuras de planeacién se en-
contraba muy obstaculizado debido a que afectaba los intereses de
las elites econdémicas nacionales.

Ward indica que mientras la planeacién es un proceso ordenado,
y no asi la tradicional mediacién del conflicto politico. Otro obsti-
culo que el autor plantea es el temor de los politicos a la depen-
dencia excesiva de los técnicos, asi como también a una mayor di-
vulgacién de la informacién con los planes.

Antes de 1970, la planeacién nacional se referia a la planeacién
econémica. Echeverria promovié la descentralizacién de la industria
y la estimulacién de los “polos”™ de desarrollo fuera de la ciudad.
Con Lépez Portillo se consolidé la actividad de planeacién en la
Secretaria de Asentamientos Humanos y Obras Piblicas (SAHOP),
pero la promocién recayé en otra secretarfa, la de Programacién y
Presupuesto, lo que constituyé un importante obsticule. De esa épo-
ca es el Plan Nacional de Desarrollo Urbano y el Plan Nacional de
Desarrollo Industrial, entre otros.
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Con ¢l presidente De la Madrid, desde 1983, se reafirmé el pre-
dominic tradicional de la planeacién econdmica. De 1983 en adelante
sélo existi6 un “plan” y los demds se convirtieron en “programas”.

En 1984 se publicé ¢l Programa Nacional de Desarrollo Urbano
y Vivienda que, en palabras del autor, fue una versién “diluida y
menos ambiciosa del anterior Plan de Desarrollo Urbano” (p. 168}

Senala que Camacho Solis y Salinas (entonces candidato), a me-
diados de 1988 comenzaron a realizar estudios y discusiones con las
autoridades del Estado de México en relacién con las estructuras y
politicas de planeacién apropiadas para el drea metropolitana.

2) Imiciativas de planeacion en el drea metropolitana, El autor consi-
dera que la legislacién para la planeacién urbana ha pasado por tres
fases:

a) En el periodo de 19281952 se aprobaron varias leyes, entre
las mds importantes, la Ley de Planeacién y Zonificacién de 1936,
que fue la base de la planeacién hasta 1970, misma que tuvo pocas
modificaciones.

b) Entre 1953-1970 casi no hubo iniciativa o legislacién para la
planeacién debido a que ésta no fue prioritaria para el regente Uru-
churtu, quien ocupé el cargo la mayor parte del periodo.

¢) El lapso 1970-1988 abarca las tres administraciones analizadas
en este capitulo. Sin duda, este periodo es el mds significativo para
la planeacién urbana tanto a nivel nacional como de la ciudad de
México.

La Ley Orginica del Distrito Federal, modificada, descentraliza va-
rias funciones hacia las delegaciones, y en 1976 se aprobé la Ley de
Desarrollo Urbano del Distrito Federal.

El nuevo plan director se aplicaba unicamente al Distrito Federal;
ademds, se instrumentaria un sistema de zonificacién para el uso del
suelo. Realmente estas medidas validaban los procesos y los usos del sue-
lo existentes; sin embargo, su identificacion y los planes para su
seguimiento fueron positivos al concentrar los recursos en [ocaliza-
ciones selectivas.

Segin Ward, el plan fallé en las zonas no urbanas debido a los
cstrictos controles que prohibian el desarrollo en el drea de conser-
vacién y uso del suclo temporal en la zona de amortignamiento,

Nos indica que entre 1983 y 1988, {a planeacién econémica a
nivel nacional predominé sobre la planeacién fisica.

3) La posicion y autoridad del Departamento de Planeacion de la ciudad
de México 1979-1989. Ward sefiala que la autoridad esti obstaculizada
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de dos maneras: a) por su estructura institucional, y &) por el bajo
presupuesto que se le adjudica.

Para que haya una planeacién urbana efectiva se requiere de una
cercana colaboracién entre las principales dependencias de planea-
cién tanto del Distrito Federal como del Estado de México.

Con la estructura de junta de vecinos, las relaciones estado-comu-
nidad se hicieron mas formales; ademis, el interés de la poblacién
por el urbanismo aumenté considerablemente.

Al adoptar un sistema de planeacién formal y con la publicacién
de los planes de desarrollo urbano, toda la situacién anterior se veia
amenazada en el momento de la toma de decisiones con base en
criterios técnicos mds que politicos.

Nos dice que la suerte de planificacién fisica puede atribuirse a
los ciclos sexenales. La actual administracién ha puesto en primer
planc el problema ecolégico y ha planteado la necesidad de integrar
la planeacién a nivel metropolitano.

Considera que la participacion piiblica en la planeacién es la prue-
ba de fuego para saber si existe o no un verdadero proceso de
planeacién.

4) Conclusion: iplaneacion para los intereses de quién? Para finalizar,
Peter Ward indica algunas de las ventajas o desventajas de la pla-
neacién para ciertos grupos sociales, y concluye que para que la
planeacién se dé como un proceso abierto, democritico y técnico se
requiere de la participacién piiblica.

Gabricla SAncHEZ Luna

DERECHO AGRARIO

GeLst Bipart, Adolfo, “Constitucién y derecho agrario”, Revista de la
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, Montevideo, ano XXI, nims.
34, juliodiciembre de 1990, pp. 11-27.

Las recientes reformas al articulo 27 de nuestra Constitucién Politica
ofrecen maravillosa oportunidad para comentar este interesante tra-
bajo del doctor Gelsi Bidart, profesor uruguayo de gran prestigio en
todo el continente; no sélo por llevarnos a una actualidad constitu-
cional que va abriéndose camino, pasc a paso, en las naciones lati-
noamericanas, sinc por su afirmacion inicial no siempre correspon-



